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PETICIÓN P-1454-06

THALITA CARVALHO DE MELLO, CARLOS ANDRÉ BATISTA DA SILVA, WILLIAM KELLER AZEVEDO MARINHEIRO Y ANA PAULA GOULART
ADMISIBILIDAD
BRASIL
23 de octubre de 2010

I.
RESUMEN
1.
El 27 de diciembre de 2006, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante la “Comisión Interamericana” o la “CIDH”) recibió una petición contra la República Federativa de Brasil (el “Estado” o “Brasil”), alegando su responsabilidad internacional por la violación de derechos consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“la Convención Americana”).  La petición asevera que Brasil es internacionalmente responsable por la supuesta ejecución extrajudicial de Thalita Carvalho de Mello (16 años de edad), Carlos André Batista da Silva (22 años de edad), William Keller Azevedo Marinheiro (24 años de edad) y Ana Paula Goulart (22 años de edad), quienes murieron el 10 de octubre de 1998 (en adelante los cuatro son mencionados como “las presuntas víctimas”).  La petición fue presentada por la organización no gubernamental Projeto Legal (“el peticionario”).
2.
De acuerdo al peticionario, el 10 de octubre de 1998, en la esquina de la Avenida Maracanã y la calle São Francisco de Xavier, en la zona norte de la ciudad de Rio de Janeiro, el vehículo de las presuntas víctimas fue ametrallado 42 veces, matándolos a tres de ellos en forma instantánea. El peticionario indica que Ana Paula Goulart logró sobrevivir el tiroteo inicial y abandonó el vehículo pero luego la mataron de siete balazos en la cabeza.  El peticionario argumenta que estas personas que ejecutaron extrajudicialmente a las presuntas víctimas eran guardias penitenciarios, agentes de la policía civil y de la policía militar, así como expolicías militares y expolicías civiles que trabajaban como guardias de seguridad en un club nocturno llamado “Malagueta”.  El peticionario alega que después de más de nueve años de ocurridas las presuntas ejecuciones, los crímenes continúan impunes. En consecuencia, el peticionario alega que el Estado ha violado el derecho a la vida (artículo 4), el derecho a la integridad personal (artículo 5), el derecho a la protección a la honra y la dignidad (artículo 11) y el derecho a la protección judicial (artículo 25).
3.
El Estado sostiene que la petición es inadmisible porque no se han agotado los recursos internos, según lo requiere el artículo 46.1.a de la Convención Americana.  Al respecto, el Estado alega que hay un proceso judicial pendiente con relación a los hechos alegados en la petición, que se encuentra ante la Segunda Cámara Penal del Tribunal de Jurado de Rio de Janeiro bajo el número 1998.001.194348-7, en el cual se ha acusado a 10 personas por la muerte de las presuntas víctimas.   En vista de lo anterior, de acuerdo al Estado, hay suficientes pruebas de que las autoridades del Estado han estado haciendo uso en forma efectiva de la jurisdicción interna y que estos trámites aún están en marcha.
4.
Sin prejuzgar los méritos del caso y de conformidad con las disposiciones de los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión Interamericana decide declarar esta petición admisible con respecto a la presunta violación de los artículos 4, 5 y 25 de la Convención Americana.  De conformidad con el principio de  iura novit curia, la CIDH decide asimismo que la petición es admisible con respecto a las posibles violaciones de los artículos 5.1 y 8 de la Convención Americana en detrimento de los familiares de las presuntas víctimas.  La CIDH observa que todas esas disposiciones serán examinadas en la etapa de méritos en concordancia con la obligación general establecida por el artículo 1.1 de la Convención Americana.  Por otro lado, la CIDH declara esta petición inadmisible con respecto a la presunta violación del artículo 11 de la Convención Americana.  La CIDH decide también notificar a las partes, publicar este informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.
II.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
5.
La petición fue recibida el 27 de diciembre de 2006, y el 25 de septiembre de 2007, el peticionario presentó una comunicación adicional en respuesta a la solicitud de información adicional formulada por la CIDH.  Las partes pertinentes de estos documentos fueron transmitidos al Estado el 5 de diciembre de 2007, con dos meses de plazo para presentar su respuesta.  El Estado respondió por medio de notas recibidas por la CIDH el 15 y el 21 de octubre de 2008.  La CIDH transmitió debidamente estas comunicaciones al peticionario.
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES
A.
Posición del peticionario

6.
De acuerdo a la petición, el 10 de octubre de 1998, Thalita Carvalho de Mello, de 16 años de edad, fue al club nocturno “Malagueta” en el distrito de São Cristóvão, en la zona norte de la ciudad de Rio de Janeiro, con su novio, Carlos André Batista da Silva (22 años de edad), y otra pareja, William Keller Azevedo Marinheiro (24 años de edad) y Ana Paula Goulart (22 años de edad).  El peticionario sostiene que al llegar al club, las presuntas víctimas tuvieron un pequeño altercado con el jefe de seguridad, quien era supuestamente un guardia penitenciario que se encontraba fuera de servicio trabajando como guardia de seguridad privada, como un trabajo extra. De acuerdo al peticionario, los otros guardias de seguridad en el club nocturno también eran miembros de la policía militar y policía civil que se encontraban fuera de servicio realizando el mismo tipo de trabajo extra, o ex militares y expolicías civiles. De acuerdo al peticionario, las presuntas víctimas decidieron abandonar el club en un Volkswagen sedán.
7.
El peticionario sostiene que el Volkswagen de las presuntas víctimas fue perseguido por dos vehículos con luces de auto de policía, uno de los vehículos tenía cinco personas dentro y el otro 6. El peticionario asevera que estas 11 personas eran guardias de seguridad del club nocturno “Malagueta”. De acuerdo al peticionario, alrededor de las 3 a.m., en un semáforo ubicado en la esquina de la Avenida Maracanã y la calle São Francisco Xavier, los individuos de estos dos vehículos ametrallaron el automóvil de las presuntas víctimas 42 veces, matándolos a todos en forma instantánea, con excepción de Ana Paula Goulart.  El peticionario alega que Ana Paula logró abandonar el automóvil lesionada debido al tiroteo pero luego fue ejecutada de 7 balazos a la cabeza mientras trataba de acercarse a una gasolinera a pedir ayuda.  El peticionario destaca la magnitud de los ataques y observa que la escena del crimen demostraba que se habían disparado 52 proyectiles de armas de fuego y que en la puerta del Volkswagen sedán había 21 perforaciones.  El peticionario indica que este incidente quedó notoriamente conocido como la “Masacre de Maracanã” (Chacina do Maracanã).
8.
El peticionario alega que Vilma Jurema Carvalho de Mello, la madre de Thalita, la joven de 16 años de edad, denunció los crímenes en el Distrito de Policía Nro. 18, y que en ese momento supuestamente los agentes de policía la instruyeron a que no identificara posibles sospechosos. De acuerdo al peticionario, después de esa ocasión, la señora Vilma de Mello sintió muchísimo temor por su seguridad y solicitó ayuda a la Secretaría para los Derechos Humanos de Rio de Janeiro, donde le aconsejaron que no saliera de su casa.  El peticionario destaca que la muerte de Thalita y el comportamiento de las autoridades de Rio de Janeiro con respecto a estos crímenes la han afectado en gran forma a la señora Vilma de Mello y a su hija menor, Thayane.  El peticionario alega que los guardias de seguridad de “Malagueta” son sumamente conocidos en el área como un escuadrón de la muerte que aterroriza la población.
9.
De acuerdo al peticionario, a pesar de la seriedad de los eventos, ocho años y dos meses de ocurrida la muerte de las presuntas víctimas, en el momento en que fue presentada la petición ante la CIDH, la investigación policial sobre los hechos aún no ha concluido y los crímenes continúan impunes.  El peticionario indica que el Ministerio Público presentó cargos de homicidio contra 10 individuos a través de una denuncia (denúncia), el 10 de mayo de 2007, pero que el inicio del procedimiento penal aún se encuentra pendiente, a casi nueve años de ocurridas las muertes de las presuntas víctimas.  El peticionario destaca que de acuerdo a esa denuncia, varios de los acusados eran agentes del Estado que se encontraban fuera de servicio, incluidos un guardia penitenciario, un oficial de la Marina, agentes de la policía militar y un agente de la policía civil.
10.
Con base en lo anterior, el peticionario alega que el Estado violó los artículos 4, 5, 11 y 25 de la Convención Americana.  El peticionario agrega que el comportamiento de las autoridades y las demoras de la investigación policial con respecto a los hechos le han denegado en forma efectiva el acceso a los recursos de jurisdicción interna.  En consecuencia, el peticionario concluye que la excepción dispuesta en el artículo 46.2.b de la Convención Americana es aplicable a esta petición.
B.
Posición del Estado
11.
El Estado argumenta que la petición es inadmisible porque no se han agotado los recursos internos, como lo requiere el artículo 46.1.a de la Convención Americana.  Al respecto, el Estado asevera que hay un proceso judicial pendiente relacionado con los hechos alegados en la petición, ante la Segunda Cámara Penal del Tribunal de Jurado de Rio de Janeiro, registrado con el número 1998.001.194348-7, en el cual se ha acusado a 10 personas por la muerte de las presuntas víctimas.
12.
De acuerdo al Estado, después de un trabajo de investigación serio y exhaustivo que llevaron a cabo las autoridades policiales, en el que docenas de testigos fueron entrevistados, se decomisaron armas y se realizaron exámenes forenses; el Ministerio Público presentó una denuncia e inició un proceso contra los 10 acusados de homicidio agravado de las presuntas víctimas.  El Estado observa que esta acusación fue parcialmente rechazada por el juez penal, lo cual llevó al Ministerio Público a presentar un recurso em sentido estrito contra esa decisión, a fin de que la acusación fuera aceptada en su totalidad.  De acuerdo al Estado, el Tribunal de Justicia de Rio de Janeiro decidió esta apelación a favor de la acusación como fue presentada el 17 de abril de 2008, de manera que la acusación fue completamente aceptada y comenzó la etapa de instrucción en el proceso judicial.
13.
El Estado agrega que a fin de simplificar y acelerar los procedimientos penales en general, entraron en vigor las Leyes 11.689, 11.690 y 11.719, en agosto de 2008, las cuales introducen importantes cambios en el Código de Proceso Penal.

14.
El Estado argumenta que las autoridades del Estado han estado haciendo uso en forma efectiva de la jurisdicción interna con respecto a los hechos contenidos en esta petición y que el período transcurrido desde que tuvieron lugar los hechos es justificable debido a que el trabajo de investigación realizado ha sido muy exhaustivo, la seriedad y las circunstancias en que ocurrieron los crímenes, la multiplicidad de acusados y la complejidad de la investigación. El Estado concluye, por lo tanto, en que el proceso de los recursos internos está aún en marcha y que la petición es inadmisible porque estos recursos no han sido agotados. En consecuencia, el Estado argumenta que esta petición no cumple con el requisito dispuesto en el artículo 46.1.a de la Convención Americana.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia
15.
El peticionario tiene legitimación procesal para presentar peticiones ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención Americana.  Las supuestas víctimas son personas, con respecto a las cuales el Estado brasileño acordó respetar y asegurar los derechos consagrados en la Convención Americana.  Con respecto al Estado, Brasil ratificó la Convención Americana el 25 de septiembre de 1992, por lo tanto la Comisión Interamericana tiene competencia ratione personae y ratione materiae para examinar la petición.

16.
Las potenciales violaciones descritas en esta petición supuestamente tuvieron lugar bajo la jurisdicción de Brasil, un Estado Parte de la Convención Americana; por lo tanto, la CIDH tiene competencia ratione loci.  Finalmente, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione temporis, porque la petición describe potenciales violaciones de los derechos protegidos por la Convención Americana, las cuales supuestamente ocurrieron después que la Convención Americana ya estaba en vigencia para Brasil.
B.
Agotamiento de los recursos internos
17.
De conformidad con el artículo 46.1 de la Convención Americana, para que una petición sea admitida por la CIDH, se deben haber agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos.  El segundo párrafo del artículo 46 establece que esas disposiciones no se aplicarán cuando no exista en la legislación interna del Estado de que se trata, el debido proceso legal para la protección del derecho en cuestión, cuando a la supuesta víctima se le haya denegado el acceso a los recursos ofrecidos por el derecho interno o cuando haya retardo injustificado en la decisión final sobre los mencionados.

18.
En forma preliminar, la Comisión Interamericana observa que en casos como estos, en los que supuestamente se han cometido ofensas penales sujetas a un juicio de oficio en Brasil –homicidios agravados que se han caracterizado como ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias — el recurso apropiado y efectivo es normalmente una investigación y juicio penal en el sistema judicial ordinario.  La CIDH observa asimismo que es un hecho no disputado que hasta la fecha no hay una sentencia final con respecto a la responsabilidad penal por las muertes de las presuntas víctimas (supra párrafos  9 y 12).  Es evidente que no hay nada en el expediente que tiene la CIDH ante sí que indique que el proceso penal con respecto a la muerte de las presuntas víctimas ha concluido o producido una decisión final.
19.
La Comisión Interamericana toma nota en particular de que las investigaciones policiales sobre la muerte de las presuntas víctimas han durado desde el 10 de octubre de 1998 hasta que el Ministerio Público inició el procesamiento formal ante la autoridad judicial, el 10 de mayo de 2007
; es decir que la fase de la investigación policial tomó ocho años y 7 meses.  Subsecuentemente, la autoridad judicial rechazó parcialmente la mencionada acusación formal
, y el Ministerio Público apeló esa decisión mediante un recurso em sentido estrito
.  La CIDH observa que el procedimiento judicial permaneció suspendido mientras este recurso estaba pendiente ante el Tribunal de Justicia de Rio de Janeiro
.  El Tribunal de Justicia decidió el recurso a favor de la acusación del 17 de abril de 2008 y así permitió que comenzara la etapa de instrucción del proceso penal
.  En conclusión, para los fines de admisibilidad, la CIDH debe tener en cuenta que las muertes de las presuntas víctimas ocurrieron el 10 de octubre de 1998; es decir, más de nueve años y 7 meses antes de que se iniciara la etapa de instrucción del procedimiento judicial (instrução criminal).
20.
Tomando en cuenta las circunstancias de esta petición, la Comisión Interamericana considera que este período excede significativamente el tiempo que podría considerarse razonable para las investigaciones iniciales y el inicio del procedimiento judicial.  El Estado ha argumentado que la mencionada demora no es indebida en virtud al exhaustivo trabajo de investigación llevado a cabo, la seriedad y circunstancias de los crímenes, la multiplicidad de acusados y la complejidad de la investigación.   Habiendo examinado minuciosamente los expedientes de la investigación policial y el expediente judicial, la CIDH observa que para los fines de tomar una decisión sobre admisibilidad, el Estado no señaló con precisión ninguna información o pruebas específicas de circunstancias particulares aplicables a esta petición que podrían justificar el período transcurrido – nueve años y seis meses — entre el momento en que ocurrieron los hechos y el inicio de la etapa de instrucción del procedimiento judicial, en abril de 2008.

21.
La CIDH observa que al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que la regla sobre agotamiento de recursos internos nunca debe  “conducir a que se detenga o se demore hasta la inutilidad la actuación internacional en auxilio de la víctima indefensa”
. En este caso en particular, como un juicio penal fue iniciado más de nueve años y seis meses después de la muerte de las presuntas víctimas, el requisito del agotamiento previo de recursos internos no se debe interpretar de manera que cause un obstáculo prolongado o injustificado de acceso al sistema interamericano.  Por lo tanto, la CIDH declara que ha habido un retardo injustificado en la decisión final y que en este caso es aplicable la excepción que dispone el artículo 46.2.c de la Convención Americana.

22.
Finalmente, se debe señalar que la excepción por el retardo injustificado tiene una íntima relación con la posible violación de ciertos derechos protegidos por la Convención Americana, específicamente bajo los artículos 8 y 25 de ese instrumento internacional. Sin embargo, el artículo 46.2 de la Convención Americana es, por su propio carácter y propósito, una disposición con contenido autónomo vis-à-vis los preceptos sustantivos del mencionado instrumento internacional. En consecuencia, si son aplicables o no las excepciones de la norma de la Convención Americana que requiere el agotamiento previo de los recursos internos, en este caso objeto de estudio se debe decidir antes y en forma independiente del análisis de los méritos del caso, ya que depende de una norma de apreciación que es diferente a la utilizada para determinar si se han violado o no los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, los cuales serán examinados, como corresponde, en el informe sobre los méritos del asunto
.
C.
Plazo para la presentación de la petición
23.
El artículo 46.1.b de la Convención Americana requiere que las peticiones sean presentadas dentro de un período de seis meses a partir de la fecha en que el lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  Por otro lado, el artículo 32(2) del Reglamento de la Comisión dispone que:

 

En los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al requisito del previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión considerará la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso

24.
Habiendo decidido supra que es aplicable una excepción de la norma que requiere el agotamiento de los recursos internos; la Comisión Interamericana ahora debe determinar si la petición fue presentada dentro de un período razonable. La petición fue presentada el 27 de diciembre de 2006.  Tomando en cuenta las circunstancias de esta petición, en particular las alegaciones de negación de justicia con relación a la investigación y al procedimiento judicial, la CIDH concluye que la petición fue presentada dentro de un período razonable y por lo tanto se ha cumplido con el requisito dispuesto por el artículo 32.2 del Reglamento de la CIDH.

D.
Duplicación de procedimientos y res judicata
25.
No surge del presente expediente que los reclamos de esta petición se encuentran pendientes de arreglo en algún procedimiento internacional, o que sea sustancialmente lo mismo que haya estado contenido en otra petición anteriormente examinada por la Comisión Interamericana o por otra organización internacional. Por lo tanto, se ha cumplido con los requisitos contenidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención Americana.

E.
Caracterización de los hechos alegados
26.
Para los fines de admisibilidad, corresponde a la Comisión Interamericana determinar si los hechos descritos en la petición caracterizan violaciones de los derechos consagrados en la Convención Americana, conforme a los requisitos contenidos en el artículo 47.b, o si la petición, conforme al artículo 47.c, debe ser rechazada por ser “manifiestamente infundada” o por resultar “evidente su total improcedencia”. En esta etapa procesal corresponde a la CIDH hacer una evaluación prima facie, no con el objeto de establecer presuntas violaciones a la Convención Americana u otros tratados aplicables, sino para examinar si la petición describe hechos que  podrían configurar violaciones a derechos protegidos por los instrumentos interamericanos. Este examen de ninguna manera constituye un prejuzgamiento u opinión anticipada sobre los méritos del caso
.
27.
La CIDH señala que las presuntas víctimas fueron supuestamente víctimas de una ejecución extrajudicial, sumaria o arbitraria, presuntamente perpetrada por agentes del Estado y ciudadanos comunes.  El peticionario asevera además que los crímenes han permanecido impunes. En consecuencia, la CIDH resuelve que, si son probados los hechos alegados, podrían configurar una violación de los artículos 4, 5 y 25 de la Convención Americana.  Si son probadas las alegaciones sobre la falta de diligencia debida de la investigación y procedimiento penal, éstas también podrían configurar, en virtud del principio iura novit curia, violaciones del artículo 8 de la Convención Americana.  Además, la CIDH sostiene que, dado el carácter de las violaciones denunciadas descritas en esta petición, éstas podrían configurar violaciones del artículo 5.1 de la Convención Americana, con respecto a los familiares de las presuntas víctimas.  Asimismo, de conformidad con el principio iura novit curia, en la etapa sobre los méritos la Comisión Interamericana examinará las disposiciones antes mencionadas de la Convención Americana en concordancia con la obligación de respetar los derechos reconocidos en su artículo 1.1.
28.
Finalmente, la Comisión considera que el peticionario no ha presentado elementos básicos que establezcan prima facie sus reclamos por una potencial violación del derecho al honor y la dignidad, protegidos por el artículo 11 de la Convención Americana.  En consecuencia, la  CIDH declara que esta alegación es inadmisible respecto de dicho alegato, de conformidad con el artículo 47.b de la Convención Americana. 

29.
En conclusión, la CIDH decide que la petición no es “manifiestamente infundada” o “sea evidente su total improcedencia”, y como resultado declara que el peticionario ha cumplido prima facie los requisitos contenidos en el artículo 47.b. de la Convención Americana con relación a potenciales violaciones de los artículos 4, 5, 8 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con el artículo 1.1 del mismo instrumento, como se detalló anteriormente. La Comisión Interamericana decide que, de conformidad con el artículo 47.b de la Convención Americana, esta petición es inadmisible con respecto a la supuesta violación del artículo 11 del mismo instrumento.

V.
CONCLUSIONES

30.
La Comisión Interamericana concluye que es competente para examinar los méritos de este caso y decide que la petición es admisible de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.  Con base en las consideraciones precedentes de hecho y de derecho y sin prejuzgar los méritos del caso,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
DECIDE:

1.
Declarar esta petición admisible, en relación con las presuntas violaciones de los derechos humanos consagrados en los artículos 4, 5 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con el artículo 1.1 del mismo instrumento;
2.
Declarar esta petición admisible, en virtud del principio iura novit curia, con respecto a las violaciones potenciales de los derechos protegidos por el artículo 8 de la Convención Americana, en concordancia con el artículo 1.1 del mismo instrumento;
3.
Declarar esta petición inadmisible, con respecto a la supuesta violación del artículo 11 de la Convención Americana;
4.
Notificar a las partes sobre esta decisión;

5.
Continuar con el análisis de los méritos del caso;

6.
Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 23 días del mes de octubre de 2010. (Firmado): Felipe González, Presidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; Luz Patricia Mejía Guerrero, María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez, Miembros de la Comisión.
� De conformidad con el artículo 17.2.a del Reglamento de la CIDH, el Comisionado, Paulo Sérgio Pinheiro, de nacionalidad brasileña, no participó en las deliberaciones ni en la votación sobre el presente informe.


� Copia del expediente judicial del recurso em sentido estrito nº 2008.051.00068, páginas 1058-1060 – Anexo II de la comunicación del Estado, del 21 de octubre de 2010.


� Copia del expediente judicial del recurso em sentido estrito nº 2008.051.00068, páginas 671-676 – Anexo II de la comunicación del Estado del 21 de octubre de 2010.


� Copia del expediente judicial del recurso em sentido estrito nº 2008.051.00068, páginas 715, 716 y 768-773 – Anexo II de la comunicación del Estado del 21 de octubre de 2010.


� Copia del expediente judicial del recurso em sentido estrito nº 2008.051.00068, página 748 – Anexo II de la comunicación del Estado del 21 de octubre de 2010.


� Copia del expediente judicial del recurso em sentido estrito nº 2008.051.00068, páginas 1152-1160 – Anexo II de la comunicación del Estado del 21 de octubre de 2010.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez. Excepciones preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987, Serie C Nº 1, párrafo 93.


� CIDH, Informe No. 61/09, Petición 373-03, Admisibilidad, Josenildo João de Freitas Jr. Y otros (Brasil), 22 de julio de 2009, párrafo 31; CIDH, Informe No. 72/08, Petición 1342-04, Admisibilidad, Márcio Lapoente da Silveira (Brasil), 16 de octubre de 2008, párrafo. 75; Informe No. 23/07, Petición 435-06, Admisibilidad, Eduardo José Landaeta Mejía y otros (Venezuela), 9 de marzo de 2007, párrafo 47; Informe No. 40/07, Petición 665-05, Admisibilidad, Alan Felipe da Silva, Leonardo Santos da Silva, Rodrigo da Guia Martins Figueiro Tavares y otros (Brasil) 23 de julio de 2007, párrafo 55.
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